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Consejo de la Magistratura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires



Buenos Aires,  12 de marzo de 2002.

RES. Nº 36/2002

VISTO:



La presentación de fs. 45/59, y

CONSIDERANDO:



Que el Dr. Marcelo Pablo Vá zquez impugnó la calificación que el jurado interviniente en el concurso convocado para cubrir el cargo de Fiscal General Adjunto le otorgó por sus antecedentes y en las pruebas escritas. 

Que, en esa inteligencia, cabe puntualizar que en cuanto a la calificación de sus antecedentes el recurrente sostiene que se han ignorado los cursos y seminarios en que participó; no se mencionó ningún antecedente que se haya estimado relevante en los términos del inc. g) del art. 29 del reglamento ni tampoco se explicitó si se merituaron los distintos cargos ocupados en su carrera judicial y cuanto representa en la calificación la producción escrita que menciona, como tampoco se consideraron antecedentes acreditados con posterioridad a la inscripción.

Que en cuanto a la prueba escrita, señala que no puede precisarse si la fundamentación aportada se refiere a todos los supuestos comprendidos en el examen. Asimismo, aduce que la calificación es arbitraria por cuanto el Jurado erró al considerar como negativo el no haber hecho mención al aspecto “tranquilidad pública”,  y al estimar que no se tuvo en cuenta el “entorno” en que se desarrollaron los hechos del caso objeto de la prueba.  


Que de conformidad con lo establecido en el art. 39 del reglamento de concursos, las impugnaciones que se formulen a las calificaciones asignadas por el tribunal examinador pueden fundarse exclusivamente “en vicios esenciales de procedimiento o en arbitrariedad manifiesta”.                                                                 

               
Que ello limita la viabilidad de la impugnación, por un lado, a la ausencia de los elementos a que se subordina la validez del dictamen o a la violación de una forma sustancial del procedimiento. Por otro, a que el jurado haya omitido ponderar circunstancias susceptibles de modificar su opinión final, o bien el dictamen exhiba una decisiva carencia de fundamentación. En este sentido, cabe advertir que aquélla no es idónea para alterar la decisión si sólo expresa la discrepancia del impugnante con el criterio adoptado por el jurado para evaluar las cuestiones sometidas a su consideración.

Que requeridas al jurado las aclaraciones del caso, de conformidad con lo dispuesto en el citado artículo 39, aquél indica que estableció una evaluación global para cada concursante, derivada de un desempeño transversal susceptible de abarcar todos los elementos a evaluar. Luego, en el interior de cada rubro se establecieron pautas que permitieron adecuar la calificación de cada concursante en función de la presencia o ausencia de diferentes elementos.

Que, sobre esa base, señala que todos los rubros contemplados en el art. 29 del reglamento fueron tenidos en cuenta al momento de calificar los antecedentes de todos los concursantes, y que en la forma elegida para expresar la fundamentación  -que obedeció a un análisis sistemático respetuoso de cada ítem- se destacó los aspectos relevantes de cada rubro que, por comparación, más allá de la importancia de los antecedentes del postulante, ha merecido una asignación numérica menor. Agrega que sí se merituó la experiencia judicial del impugnante, tal como resulta del propio dictamen 
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///en el que se puntualizó su desempeño importante en la Justicia. Asimismo, añade que tuvo en cuenta las piezas documentales que vinieron a ampliar los antecedentes reunidos en la primera presentación.

Que con relación a la prueba escrita, pone de relieve que es necesario mantener los criterios empleados de manera igualitaria para todos los concursantes, señalando que es indudable que en toda evaluación siempre estarán presentes criterios de orden subjetivo. 

Que  en tales condiciones la impugnación que se efectúa no puede ser atendida. Por un lado, a la luz de los antecedentes acreditados por el concursante el puntaje atribuido por ellos –en los ítems cuestionados- aparece ajustado al reglamento y coherente con los reconocidos a los restantes concursantes. En cuanto a la calificación de la prueba escrita, cabe afirmar que los argumentos en que se sustenta la protesta resultan insuficientes para sostenerla, en tanto sólo revelan la disconformidad del impugnante, pero no demuestran la existencia de arbitrariedad con el alcance antes indicado, indispensable para viabilizar la pretensión. En conclusión, teniendo en cuenta el contenido del dictamen y de la prueba, cabe afirmar que la decisión del jurado en torno a la calificación de aquélla cuenta con  fundamentos suficientes que descartan la existencia de alguno de los supuestos a que se subordina el progreso de la impugnación y, en consecuencia, ponen al dictamen al abrigo del cuestionamiento que se formula. 

Por lo tanto, debe desestimarse el planteo efectuado siendo facultad de este Plenario adoptar directamente dicha decisión, atento lo dispuesto en el 2do. párrafo de la disposición transitoria 4ta. de la ley 31, y en el art. 44  del reglamento de concursos.



Por ello, y de conformidad con las atribuciones conferidas en el art. 116 de la Constitución de la Ciudad, la ley 31 y el Reglamento de Concursos para la selección de Magistrados e Integrantes del Ministerio Público del Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 

EL CONSEJO DE LA MAGISTRATURA

DE LA CIUDAD AUTONOMA DE BUENOS AIRES

RESUELVE:

Art. 1º: Rechazar, por las razones expuestas precedentemente, la impugnación 

deducida por el Dr. Marcelo Pablo Vázquez.

Art. 2°: Regístrese, notifíquese y archívese.
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Dra. Gloria Elvira Bonatto
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